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SOBRE EL PROYECTO DE Carta Social DE LAS AMÉRICAS, DURANTE EL PErÍODO COMPRENDIDO ENTRE EL 1º DE MARZO Y 30 DE AGOSTO DE 2007
La Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2056 (XXXIV-O/04), encomendó al Consejo Permanente y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) que conjuntamente elaboraran un proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la OEA sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza. 

La importancia de la iniciativa de la Carta Social fue destacada por los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en ocasión de la Cuarta Cumbre de las Américas celebrada en Mar del Plata en noviembre de 2005, al alentar “los trabajos de la OEA en la elaboración de la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, cuyos principios y objetivos estarán dirigidos al logro, por parte de los Estados Miembros, de sociedades que ofrezcan a todos nuestros ciudadanos más oportunidades para beneficiarse del desarrollo sostenible con equidad e inclusión social”, solicitaron “impulsar los trabajos ahora en marcha en la OEA para concluir exitosamente las negociaciones de la Carta Social de las Américas y de su Plan de Acción”. 
Para llevar adelante este cometido, el Consejo Permanente y la CEPCIDI establecieron el Grupo de Trabajo Conjunto cuyas tareas se iniciaron en septiembre de 2005. Mediante las resoluciones AG/RES. 2139 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2241 (XXXVI-O/06), la Asamblea reiteró dicho mandato al Consejo Permanente y a la CEPCIDI. El Grupo de Trabajo contó con las presidencias de los Embajadores Jorge Valero, Representante Permanente de Venezuela, Mario Alemán, Representante Permanente de Ecuador, y Embajadora Abigail Castro de Pérez, Representante Permanente de El Salvador, en períodos anteriores. 

El 26 de febrero de 2007, la Embajadora María del Luján Flores, Representante Permanente de Uruguay fue electa Presidenta del Grupo de Trabajo y de su Grupo de Redacción.  La Presidenta, al iniciar un nuevo período de las labores del Grupo, propuso un calendario y una nueva metodología de trabajo para acelerar las tareas del Grupo. Se reiteró el acuerdo en cuanto al funcionamiento del Grupo de Redacción y su formalidad. La Presidencia recogió la preocupación de algunas delegaciones en cuanto a una amplia participación en la redacción del proyecto de disposiciones para lo cual se aseguró que cada sesión contara con el mismo quórum que el requerido para los órganos de decisión política de la Organización, tal como consta en la lista de participantes de las diferentes sesiones. Durante el período comprendido entre marzo y agosto de 2007, el Grupo celebró 32 sesiones. En ellas se llevaron a cabo intensos debates donde participaron las distintas delegaciones presentando propuestas que, en algunos casos, reflejaron posiciones de grupos regionales y que sirvieron de base para la adopción de algunos artículos del proyecto de Carta Social. En otros casos, propuestas individuales constituyeron el núcleo del texto acordado. Los acuerdos alcanzados fueron el producto de prolongadas y minuciosas negociaciones. 

La metodología de trabajo adoptada aseguró transparencia en los procedimientos y la posibilidad de una activa participación de las diversas delegaciones. Ella incluyó buscar la consideración exhaustiva de cada artículo hasta lograr un texto de consenso. Cuando esto no fuera posible, el texto que mereciera observaciones sería considerado en la segunda ronda de negociaciones. Se acordó aplicar el mismo procedimiento para cada capítulo. La metodología de trabajo acordada, incluía también la elaboración del proyecto de Plan de Acción.

El Grupo de Trabajo Conjunto consideró dos proyectos de resolución para ser transmitidos al trigésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.  Ambos proyectos fueron objeto de prolongadas negociaciones con la finalidad de alcanzar con un texto consolidado que recogiera elementos de consenso entre las delegaciones. Durante los días previos a la inauguración de la Asamblea se realizaron reuniones informales del Grupo de Trabajo.  A efectos de facilitar la adopción de un proyecto de resolución, la Presidencia elaboró un texto consolidado cuya parte preambular estaba en su totalidad acordada por las delegaciones que participaron en las negociaciones informales hasta el momento de la instalación de la Comisión General. El proyecto fue presentado a la Comisión General y circuló como documento AG/doc.4770/07.  Las negociaciones se prolongaron hasta el último día de la Asamblea General en que se adoptó un texto de consenso. Una clara muestra de la importancia que los Estados atribuyen al proyecto de Carta Social fueron las minuciosas negociaciones del proyecto de resolución así como las intervenciones efectuadas por los Jefes de Delegación en la sesión plenaria. 
La resolución AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07) aprobada por la Asamblea General, acoge con beneplácito el informe sobre la labor realizada por el Grupo que refleja, señala la Asamblea, el progreso sustantivo en el trabajo de redacción de la Carta Social de las Américas.  Asimismo, reitera la imperiosa necesidad de avanzar rápidamente en la elaboración del proyecto de Carta Social y renueva el compromiso asumido por los Estados Miembros para concluir la redacción de la Carta, encomendando al Grupo que trabaje intensamente para lograrlo antes de finalizar el año 2007.
Durante los meses de junio y julio de 2007, inmediatamente después de la celebración del trigésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, el Grupo de Redacción continuó con la consideración del proyecto de la Carta Social e inició los trabajos para la elaboración de su Plan de Acción, no sólo para implementar la metodología de trabajo adoptada, sino también respondiendo al mandato de la resolución AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07). En el mes de julio se convocó al Grupo de Redacción del Grupo de Trabajo Conjunto a fin de proseguir con la redacción de los proyectos de artículos correspondientes al Capítulo II. La Presidencia sometió a consideración un calendario de dos reuniones semanales para los meses de julio y agosto que facilitara el rápido avance de las labores de redacción del documento. Sin embargo, varias delegaciones expresaron la necesidad de interrumpir los trabajos durante el mes de agosto, acordándose que durante el mes de julio el Grupo se reuniría una vez por semana, en sesiones de día completo.

El Proyecto de Carta Social, documento GTC/CASA/GR/doc.1/07 y sus 26 revisiones, consta de un preámbulo y cinco capítulos.  El primero de ellos dedicado a la justicia social, el desarrollo con equidad y la democracia; el segundo, relativo al desarrollo económico; el tercero al desarrollo social; el cuarto sobre desarrollo cultural, y el quinto sobre solidaridad y esfuerzo conjunto en el Hemisferio.  

Los Estados Miembros presentaron propuestas referidas a los Capítulos I y II que fueron publicadas en los siguientes documentos del Grupo: GTC/CASA/doc.43/06 corr. 1; GTC/CASA/GR/doc.3/07; GTC/CASA/GR/doc.4/07; GTC/CASA/GR/doc.13/07 rev. 1; GTC/CASA/GR/doc.21/07.  Asimismo, el documento  GTC/CASA/GR/doc.1/07, y sus 26 revisiones, recogen aquellas presentadas en el curso de los debates del Grupo de Redacción. En el documento GTC/CASA/GR/doc.18/07, la Secretaría reordenó propuestas formuladas en años anteriores por los Estados Miembros y que tienen relación con el Capítulo II en adelante. 
El Capítulo I titulado Justicia Social, Desarrollo con Equidad y Democracia, aprobado el 23 de abril de 2007, consta de cinco artículos que establecen el marco general a partir del cual se desarrollarán los subsiguientes capítulos. 

El primer artículo se refiere a la legítima aspiración de los pueblos de América, a la justicia social y a la responsabilidad que tienen los gobiernos de promoverla. También recoge la interdependencia que existe entre el desarrollo con equidad y la democracia. Con posterioridad el Grupo considerará la posible inclusión de un nuevo párrafo en este artículo.


El artículo segundo recoge el compromiso de los Estados Miembros de promover y lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales.


Por su lado, el tercero tiene relación con el firme compromiso de los Estados de combatir la pobreza, la exclusión social y la inequidad y de enfrentar las causas que los generan y sus consecuencias, creando condiciones favorables para alcanzar el  desarrollo con justicia social para sus pueblos.
El artículo cuarto se refiere a la dignidad humana y al compromiso de los Estados al respeto universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales como elementos esenciales para lograr la justicia social y  fortalecer la democracia.

El artículo quinto, a la vez que afirma la responsabilidad primordial de cada Estado en su desarrollo, reconoce un papel esencial a la cooperación internacional en la materia.

El Capítulo II referido al desarrollo económico se encuentra bajo consideración del Grupo de Trabajo habiéndose realizado un estudio comparativo de las distintas propuestas presentadas por los Estados Miembros. El artículo primero fue aprobado. Este se refiere a la persona humana como centro, participante y beneficiario principal de un proceso de desarrollo económico inclusivo, justo y equitativo. De allí que se enfatice dentro de los objetivos de las políticas económicas y sociales, la lucha contra la pobreza, la reducción de las desigualdades sociales, el fomento de la igualdad de oportunidades y el mejoramiento de los niveles de vida.


Con respecto al artículo 2, el debate se centró en la promoción del trabajo decente, la reducción del desempleo y del subempleo y en la atención a los desafíos del trabajo informal. En este sentido, se contó con la participación de técnicos de la Secretaría que formularon presentaciones. Se aprobaron párrafos vinculados al papel que desempeña el sector empresarial en la creación de empleo, la expansión de oportunidades y la reducción de la pobreza, haciéndose alusión a cómo las políticas públicas y los marcos regulatorios deben facilitar la creación de nuevas empresas y la incorporación del sector informal en la economía formal. Se reconoció el importante papel de las micro, pequeñas y medianas empresas y otras unidades de producción y su contribución a la plena incorporación al mercado laboral de distintos sectores de la sociedad y en especial de aquellos tradicionalmente excluidos. El artículo segundo consta de varios párrafos aprobados recientemente, pero continúa siendo objeto de examen por parte de las delegaciones. Trata del desarrollo económico con equidad, de su impacto para la generación de empleo y la reducción del desempleo y subempleo, así como de la promoción del trabajo decente y de la incorporación del sector informal y del trabajo no registrado a la economía formal.  Los Estados Miembros se comprometen a llevar a cabo políticas públicas dirigidas al desarrollo económico con justicia social, reconociendo la importancia de sectores productivos como lo son las micro, pequeñas y medianas empresas para la inclusión y cohesión social, para generar empleo e ingresos, para la incorporación al mercado laboral de mujeres y jóvenes, así como de personas con discapacidad y otros grupos excluidos de la sociedad. Se analizaron un gran número de propuestas correspondientes al proyecto de artículo 2 del Capítulo II, relativas al derecho de los pueblos de América, al desarrollo económico con justicia social y al deber de los Estados de promoverlo, así como al papel que le cabe en este proceso a los distintos sectores de la sociedad. 

En virtud de que varias de las  propuestas presentadas para este artículo, hacen referencia a aspectos puntuales o de conductas a adoptar se procedió a extraer elementos que podrían ser considerados para la elaboración del proyecto de Plan de Acción, debido a lo cual se conservaron en un anexo final al documento

En ocasión de la ciento cuarenta sesión del Comité Ejecutivo de la Organización Panamericana de la Salud, celebrada en Washington, D.C., el 27 de junio de 2007, la Presidencia del Comité, solicitó a la Presidenta del Grupo de Trabajo Conjunto sobre la Carta Social que efectuara una puesta al día del estado de las negociaciones relativas a la Carta Social, en virtud de la estrecha relación entre los temas que abarca la agenda de las sesiones del Comité Ejecutivo con aquellos de la Carta Social relativos a la salud. La presentación hizo referencia, entre otras, a la seguridad alimentaria, al derecho a la alimentación y al compromiso de los Estados a realizar los esfuerzos necesarios para hacer efectivo este derecho y erradicar la desnutrición. Se mencionaron propuestas que reiteran el compromiso de los Estados con los objetivos de desarrollo del milenio a fin de reducir el porcentaje de personas que padecen de desnutrición. Se aludió a la salud como un derecho humano y a la responsabilidad de los Estados de hacer los esfuerzos necesarios para garantizarlo, al compromiso a promover la investigación científica en materia de salud y a las condiciones de salud humana y su vinculación con ambientes saludables. También se abordó el tema de la prevención, educación y asistencia sanitaria adecuada y al acceso a una atención de salud de calidad. 

La resolución AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07) encomienda a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) la elaboración de un proyecto de Plan de Acción, concebido para alcanzar metas específicas y realizables, a partir de mandatos existentes y siguiendo la estructura de la Carta Social. 
En cumplimiento del mandato citado en el párrafo precedente, al finalizar el Capítulo I, el Grupo encomendó a la SEDI la presentación de una propuesta preliminar de Plan de Acción para la consideración de los Estados Miembros. Ella debería contener las medidas y acciones que se podrían adoptar para implementar lo estipulado en el Capítulo I acordado. 

El 6 de julio de 2007, la SEDI presentó los elementos que podrían ser considerados para la elaboración de una propuesta de Plan de Acción, que implementen el contenido del Capítulo I del proyecto de la Carta Social; este material fue publicado como documento GTC/CASA/GR/doc.30/07.  La SEDI señalaba un elemento central y común en el Capítulo I, que se refiere a las responsabilidades y compromisos del Estado. Por ello, proponía que las correspondientes acciones del Plan de Acción sean dirigidas a lograr el fortalecimiento del Estado y, en particular, de sus capacidades para promover la justicia social, el desarrollo con equidad y la democracia. En ese contexto, sugería enfocar el trabajo en tres ámbitos: 1) fortalecimiento de las capacidades humanas; 2) fortalecimiento de las instituciones; y 3) diseño e implementación de políticas públicas eficaces. Las acciones que se planteen deberían tener como objetivo el lograr que los gobiernos cuenten con mejores herramientas para obtener un mejor desempeño.  Los elementos presentados por la SEDI fueron ampliamente examinados y debatidos. Se realizaron comentarios y observaciones por las delegaciones, algunos de ellas por escrito, como es el caso del documento GTC/CASA/GR/doc.34/07.
Con base en las recomendaciones y sugerencias manifestadas por las delegaciones, la SEDI presentó, el 22 de agosto de 2007, un anteproyecto del Plan de Acción de la Carta Social de las Américas, documento GTC/CASA/GR/doc.36/07, que propone acciones dirigidas a lograr el fortalecimiento del Estado y, en particular, de sus capacidades para promover la justicia social, el desarrollo con equidad y la democracia. Las acciones que se plantean tienen como objetivo lograr que los gobiernos cuenten con  herramientas para obtener un mejor desempeño. El documento fue analizado por el Grupo de Redacción, realizándose múltiples sugerencias por las distintas delegaciones, las cuales fueron recogidas por la Secretaría con miras a la revisión del material presentado.  En síntesis, las delegaciones plantearon la conveniencia de iniciar el plan de acción con un párrafo de carácter introductorio, manteniendo el mismo orden temático de los diversos capítulos de la Carta Social y  asegurando una correlación entre los dos documentos; se enfatizó que, si bien el plan de acción debe propiciar políticas públicas que fortalezcan la capacidad del Estado, como propone la SEDI, debe también establecer líneas de acción para el desarrollo y, teniendo presente la  Carta Democrática,  proponer acciones fundadas en principios de desarrollo social y establecer metas y propósitos que promuevan la justicia social como objetivo final.  En este sentido se enfatizó la necesidad de hacer un esfuerzo mayor para traducir en acciones concretas y específicas los postulados contenidos en el Capítulo I de la Carta Social para lo que se efectuaron diversas proposiciones.
Varias delegaciones expresaron compartir la opinión de la SEDI de que el foco del plan de acción debe ser el combate a la pobreza y la búsqueda de políticas públicas sólidas, sin embargo manifestaron que éstas deben ser creativas y no limitarse a repetir simplemente aquellas acordadas en otros foros. Otras delegaciones mencionaron la pertinencia de utilizar como referente algunos instrumentos, como el Protocolo de San Salvador que, señalaron estable medidas atinentes al ámbito del Plan que se debe elaborar. Algunas delegaciones hicieron referencia particular a la propuesta de la SEDI relativa al diseño y operación de un Programa para la Universalización de la Identidad Civil en las Américas dirigido a eliminar la situación de personas sin identificación que encuentran dificultad para el acceso a los servicios sociales y para su incorporación a los registros electorales.  Esta propuesta recibió comentarios que giraron alrededor de que la misma, si bien es interesante, no es novedosa ya que la elaboración del Programa es un mandato de la Asamblea General. En ese sentido se señaló que sería pertinente identificar los elementos que pudiera contener el Programa y los recursos que serían necesarios para su implementación y se resaltó, además, que el Programa debería tener como objetivo el asegurar a todos los ciudadanos la satisfacción de todos sus derechos, y no exclusivamente un registro universal para asegurar los derechos electorales.
Para finalizar deseo agradecer a los Vicepresidentes del Grupo de Trabajo así como a todos y cada uno de los delegados que participaron activamente en las sesiones del Grupo de Trabajo Conjunto y su Grupo de Redacción por sus aportes, flexibilidad y espíritu de compromiso con el proyecto de Carta Social de las Américas.  Asimismo quiero destacar la labor del personal de la Secretaría General por su  permanente apoyo a las tareas del Grupo, la de los intérpretes, traductores y la del personal de sala.



María del Luján Flores

Embajadora, Representante Permanente de Uruguay



Presidenta del Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la CEPCIDI

sobre el Proyecto de Carta Social de las Américas 
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